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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diez de septiembre de dos mil nueve. 

Acta No. 456 del 10 de septiembre de 2009.     


Expediente 66001-31-10-004-2009-00492-01

Decide esta Sala la impugnación que interpuso la Secretaría de Salud Departamental, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en la acción de tutela que frente a la EPS-S Cafesalud y el Hospital Universitario San Jorge instauró la señora Gladys Isaza Lombana, a la que fue vinculada la impugnante.

ANTECEDENTES

Dice la actora que fue valorada por gastroenterólogo del Hospital San Jorge de Pereira; el especialista le recomendó el examen denominado “Esofagogastroduodenoscopia”, pero aún no se le concede cita para su práctica; es persona de escasos recursos económicos, se siente muy mal de salud y requiere el procedimiento clínico para conocer el mal que la aqueja.

Considera lesionado su derecho a la salud en conexidad con la vida  y pide se ordene a las accionadas autorizar la práctica del examen que requiere y cita con el especialista para que determine la enfermedad que padece y el tratamiento que debe seguir.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 14 de julio último se dispuso dar trámite a la tutela, traslado a las entidades demandadas, vincular a la Secretaría de Salud Departamental y se decretaron pruebas.

La asesora jurídica del Hospital Universitario San Jorge expresó que el examen reclamado por la actora debe ser previamente autorizado por la EPS-S a la que está afiliada; que no han vulnerado derecho fundamental alguno y solicita se nieguen las pretensiones incoadas frente a la entidad que representa.

La directora departamental de Cafesalud se pronunció mediante escrito en el que indicó que los exámenes que se reclaman no forman parte de los beneficios del plan obligatorio de salud subsidiado y por ende la obligación de prestar el servicio corresponde al ente territorial accionado con fundamento en las competencias otorgadas por la ley; que como esa entidad no respondió satisfactoriamente, aprobó el servicio el día 21 de julio del corriente año, acatando el concepto emitido por el comité técnico científico y así desapareció cualquier posibilidad de vulneración de derechos; que la tutela frente a esa EPS-S resulta improcedente  ante la falta de legitimación por pasiva y que en el evento de imponérsele alguna obligación, se autorice el recobro ante la Secretaría de Salud Departamental.

El titular de esta última entidad, actuado por medio de apoderado judicial, adjudicó a la EPS-S Cafesalud la responsabilidad en la prestación del servicio reclamado con motivo del contrato que suscribió para la administración de los recursos del régimen subsidiado, en virtud del cual le corresponde atender todo lo relacionado con la prevención, atención especialista, medicamentos, tratamiento y recuperación de la salud, con facultad de ejercer la acción de recobro ante el Fosyga para evitar su desequilibrio financiero. Citó una serie de normas y jurisprudencia que considera aplicables al caso y concluye que frente a la entidad que representa debe negarse la tutela.

La instancia culminó con sentencia del pasado 29 de julio en la que se concedió el amparo y se ordenó a la Secretaría de Salud Departamental garantizar la realización de los procedimientos médicos que necesita el menor afectado, por medio de la entidad pública o privada con la que tenga contrato.

Para tomar tal decisión tuvo en cuenta el funcionario que los servicios demandados no se encuentran establecidos en el plan obligatorio de salud subsidiado lo que conlleva a que sea la entidad territorial la obligada a prestarlos, de conformidad con las competencias que en ese sentido le asigna la ley.

Esa providencia fue impugnada por el apoderado judicial del Secretario Departamental de Salud quien insiste que es la EPS-S Cafesalud la encargada de brindar atención integral a su afiliado y pide se modifique el fallo para dar la orden de tutela a esa entidad y se autorice a la Secretaría que representa recobrar a Cafesalud EPS-S por los gastos efectuados en cumplimiento de la orden judicial impuesta.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

La acción de tutela es un medio procesal específico porque se contrae a la protección inmediata de los derechos fundamentales afectados de manera actual e inminente y con ella se busca la expedición de una declaración judicial que contenga una o varias órdenes de inmediato cumplimiento, en aras a garantizar la protección del derecho, pero cuando esa perturbación o amenaza ya no es actual ni inminente, el peticionario carece de interés jurídico, desapareciendo en consecuencia el sentido y objeto de una acción de esta naturaleza.

En el caso concreto se solicitó, en aras a obtener protección a los derechos que estimó vulnerados la peticionaria, se autorizara la práctica de un examen  denominado “Esofagogastroduodenoscopia”  que se le recomendó.

Al dar respuesta a la demanda la EPS-S accionada afirmó que el Hospital San Jorge concedió la cita para su práctica con cargo a los recursos de subsidio a la oferta y se estableció que en realidad se realizó el 17 de julio pasado. Así lo confirmó la promotora del proceso, tal como se consigna en el informe que obra a folio 43 del cuaderno No. 1.

En tal forma se configura un hecho superado por carencia actual de objeto, ya que el motivo que originó la solicitud de amparo cesó y como la aspiración primordial de la accionante se encontraba satisfecha para cuando se dictó la sentencia objeto de revisión, ha de avalarse la decisión del juzgado que la negó, mas no aquella que le impuso como obligación a la EPS-S accionada suministrar a  la demandante un tratamiento integral que no se ha solicitado y que no procedía porque el hecho que motivó la interposición de la tutela se encontraba superado para cuando se emitió el fallo.

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:  

“Ponderando dicho precepto constitucional (se refiere al artículo 86) puede extraerse que la acción de tutela parte de la existencia de amenazas o violaciones a los derechos fundamentales que sean presentes y ciertas en el trámite del amparo, pues, de lo contrario, es decir, dada la inexistencia actual en la afectación de los derechos, la acción pierde todo objeto y finalidad.

“De esta forma, la Corte ha desarrollado en su jurisprudencia la figura de la carencia actual de objeto bajo la modalidad de hecho superado, consistente en que si la situación que originó la amenaza o violación de los derechos fundamentales ha sido superada por haber sido satisfecha la pretensión del actor en el curso de la acción, pierde toda razón de ser la orden que pudiera impartir el juez de tutela y no queda otro camino que declarar la improcedencia de la acción.

“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho al respecto:

“En efecto, la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente vulnerado o amenazado, lo cual explica la necesidad de un mandato proferido por el juez en sentido positivo o negativo. Ello constituye a la vez el motivo por el cual la persona que se considera afectada, acude ante la autoridad judicial, de modo que si la situación de hecho de lo cual esa persona se queja ya ha sido superada en términos tales que la aspiración, primordial en que consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”.

“Lo cual implica la desaparición del supuesto básico del cual parte el artículo 86 de la Constitución y hace improcedente la acción de tutela...
”. 

En esas condiciones, se confirmará el numeral primero de la sentencia objeto de revisión que negó el amparo solicitado por carencia actual de objeto, adicionándolo en el sentido de que tal decisión cobija a todas las entidades demandadas y en consecuencia, se revocarán los numerales segundo, tercero y cuarto de la misma providencia. 

En consecuencia, se considera relevada la Sala de analizar los argumentos de la entidad impugnante, porque ninguna acción de recobro frente a ella podrá ejercer la EPS-S accionada.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1.- CONFIRMAR el numeral primero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira en la acción de tutela instaurada por la señora Gladys Isaza Lombana, ADICIONÁNDOLO en el sentido de que el hecho se encuentra superado también frente al Hospital Universitario San Jorge de Pereira y a la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda.

2.- REVOCAR los numerales segundo, tercero y cuarto de la misma providencia. 

3.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

4.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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